Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 35 minutos.) 


- La Comisión da la bienvenida a los funcionarios del Banco Central que nos acompañan en el día de hoy. Simplemente, queremos 
aclarar que invitamos al Directorio pero se excusó porque tenía reuniones —tanto en el día de ayer como hoy- y está abocado a 
otros temas. De todas maneras, hicimos el esfuerzo para que venga alguien representando al Banco Central, y ustedes fueron 
designados a esos efectos. 


En esta Comisión ya hubo un proyecto de ley interpretativo del artículo 31, pero nuevamente fue presentada —por parte del señor 
Senador Garat- otro proyecto de ley con su exposición de motivos que corresponde a la Carpeta N* 1440/04 y que trata el mismo 
asunto aunque tiene algunas variaciones formales con respecto al artículo ya votado en este Senado y rechazado después en la 
Cámara de Representantes. 


Como este tema ya fue discutido en esta Comisión, en el Senado y en la Cámara de Representantes, mi idea es que tenemos que 
ver si hay alguna información nueva que se pueda aportar a la discusión como, por ejemplo, cuántos son los ahorristas que fueron 
considerados como tal por la Comisión. También podrían brindar su opinión sobre el proyecto presentado por el señor Senador 
Garat que tiene como tema concreto a los ahorristas del Banco de Montevideo cuyos fondos fueron derivados al TCB. Reitero que 
la idea que tenemos es que nos den algún tipo de información nueva y, también, que nos digan en qué está este asunto en la 
Comisión que integran los doctores Brause y Balsa. 


SEÑOR BRAUSE.- En primer lugar, deseo agradecer la invitación de la Comisión. 


Sobre la base de lo que ha señalado el señor Presidente, quiero hacer una precisión inicial en el sentido de que el proyecto recién 
llegó a las manos de los integrantes de la Comisión, en forma indirecta, en la mañana de hoy. En lo que me es personal, sabía de 
su existencia por lo que he leído en la prensa o escuchado en los medios de comunicación, pero no conocía su fundamentación ni 
su texto. 


En segundo término, y aunque tendría que haberlo hecho al principio de mis palabras, excuso la inasistencia del doctor Durán 
Martínez, que es el otro integrante de la Comisión, quien en el día de hoy no se encuentra en el país, razón por la cual no pudo 
acompañarnos. 


Ingresando a lo que seguramente pueda interesar a esta Comisión de Hacienda, voy a señalar que la Comisión Asesora llevó a 
cabo su tarea desde que fuera designada a inicios del año pasado e invocándose el artículo 31 de la Ley por el Banco Central. 


El número de peticiones que se presentaron ante el Banco Central y derivadas después a conocimiento de la Comisión para su 
examen excedió —hecho que, según entiendo, es bastante conocido- en mucho lo que se pensaba inicialmente que iba a suceder. 
En las conversaciones iniciales siempre se habló de un máximo de 200 ó 300 expedientes. El número total que llegamos a 
examinar fue de 1.426 solicitudes, lo que significó un trabajo para el Banco Central y para la Comisión Asesora bastante mayor que 
el que se pensaba. 


Tal vez pueda llamar un poco la atención el número, pero ello tiene distintos fundamentos. Uno de ellos es que en el momento en 
que se hizo el llamado por la prensa para que se presentaran los interesados en el plazo que venció tal cual estaba previsto en su 
momento, la Comisión y el Banco entendieron, dada la singularidad de la situación, que no era conveniente ni pertinente excluir a 
aquellos que lo hicieron después de expirado el mismo. Ello tuvo como consecuencia que en muchos casos —o porque no lo sabían 
O porque se encontraban en el extranjero; en fin, por lo que fuera- se presentaran una vez vencido el plazo original. 


Otra situación que incrementó en forma muy grande la labor fue que se presentó todo el mundo. Por ejemplo, gente que tenía 
inversiones en forma directa con la famosa empresa, es decir el TCB, y que evidentemente quedaban fuera de la situación, también 
se presentó. 


Ingresando un poco más en el detalle, cabe informar que después hubo otras situaciones en las que, en forma imprevista, se 
presentaron escritos por parte de distintos profesionales en los cuales se incluían simultáneamente a varios ahorristas en un solo 
escrito, a los efectos, tal vez, de facilitarles la tarea. Se trataba de gente que no tenía ninguna vinculación entre sí y con cuentas 
diferentes, lo que llevó a que hubiera que discriminar y dividir cada una de esas situaciones. De ahí el número elevado de casos. 
De ellos, diría que en este momento se examinaron casi el cien por cien; quedan pendientes dos, si mal no recuerdo, por razones 
de diligenciamiento del programa, pero en el correr de estos días también van a ser objeto de resolución por parte de la Comisión. 


Se dio vista a todos los interesados, los cuales en muchos casos presentaron sus descargos. La Comisión volvió a examinar y 
estudiar los respectivos expedientes y los envió para la consideración y resolución del Directorio que es el que, en definitiva, tiene 
la última palabra, sin que el dictamen o informe de esa Comisión tenga carácter vinculante; el Directorio tomó las providencias que 
creyó del caso. 


Tengo entendido que en este momento el Directorio del Banco Central ha examinado el cúmulo de esos expedientes. Muchos de 
ellos ya fueron notificados a los interesados y, a su vez, varios ya han presentado nuevos escritos, en algunos casos recurriendo, 
en otros con peticiones o realizando consideraciones de distinta naturaleza. 


Luego de esta etapa volvieron a la Comisión 483 expedientes, aunque esto no quiere decir que se trate del número final ya que 
éste va cambiando día a día debido a que se va notificando poco a poco, los plazos van venciendo en distintos momentos y, 
además, no todos toman la misma actitud. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Qué quiere decir que vuelven a la Comisión? 


SEÑOR BRAUSE.- El Directorio resolvió que, una vez que la Comisión hiciera su informe inicial y éste tomara la resolución, en los 
casos, por ejemplo, en que hubiera un recurso administrativo -de revocación o el que se presentara, aunque lo correcto sería 
considerar sólo el de revocación- se devolvieran los expedientes a la Comisión para que ésta los examinara con los nuevos 
argumentos efectuados por los interesados. 


Para aclarar un poco más estos conceptos, debo decir que con la palabra "escritos" englobé a algunos que contienen recursos, 
pero también a otros que no lo son en el sentido estricto. 


Quiere decir que una vez que el Directorio tomó su resolución, devolvió 483 expedientes para su estudio por parte de la Comisión. 
Repito que no significa que esta sea una cifra exacta a este momento porque, de repente, los números que tiene la Secretaría 
General o la Presidencia del Banco no coinciden. 


De esos 483 expedientes que volvieron después de que el Directorio tomó su resolución, la Comisión ya estudió y devolvió 233 
nuevamente al Directorio para que, en definitiva, éste resuelva al respecto. 


Quedan alrededor de 50 situaciones que ya han sido estudiadas por la Comisión, pero aún se están preparando formalmente los 
expedientes para devolverlos al Directorio. 


No conocemos las resoluciones que toma el Directorio, salvo aquellos casos que vuelven a la Comisión. Nos han informado que el 
Directorio, sobre la base de los informes de la Comisión, aprobó en definitiva, conforme a lo que dispone el artículo 31 de la Ley, 16 
casos del total examinado. 


Esta es, brevemente, la historia de los hechos y de los números que se han venido estudiando -y que todavía están a 
consideración- en la Comisión. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- ¿Está cuantificado cuál es el monto planteado por estas 1.426 solicitudes? 


SEÑOR BRAUSE.- Cuando la Comisión estudió el expediente, no entendió del caso examinar los montos. En consecuencia no 
tenemos cuantificados los 1.426 casos así como tampoco los 16 que fueron aprobados. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Los funcionarios que vienen en representación directa del Banco Central sí tendrían esa información? 
SEÑOR BALSA.- No disponemos de ella, señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Creo que es muy difícil trabajar así. La pregunta fue por qué monto eran las 1.426 solicitudes que se hicieron. 
Como se habló en un momento del orden de los U$S 97:000.000, de pronto los 1.426 casos no llegan a esa cifra. 


SEÑOR BALSA.- Es una cifra cercana. 


SEÑOR COURIEL.- Lo menos que podría tener como información una Comisión del Senado es una cifra mínimamente precisa. 
Realmente me llama la atención que no se tengan esos datos. 


SEÑORA RANTIGHIERI.- La cifra aproximada que se había mencionado era de U$S 92:000.000, que comprendía al conjunto de 
inversiones que se había comprobado que existían registradas en custodia por participaciones en certificados de depósito. Ese 
monto, de acuerdo con el número de registraciones en custodia en el Banco de Montevideo, comparado con el número de 
reclamaciones presentadas antes la Comisión creada por el artículo 31, en cantidades está siendo bastante semejante. La 
diferencia sería mínima, pero se sitúa también en el entorno de U$S 90:000.000 


SEÑOR COURIEL.- Pero de las 16 solicitudes no se sabe el monto. 
SEÑORA RANTIGHIERI.- No con exactitud; no eran colocaciones en certificados muy importantes. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Podrían dar algún detalle de las características de las 16 presentaciones que mencionan —yo había oído que 
eran 22- y por qué fueron aceptadas esas y las otras no, es decir, cuál fue el argumento central para esa selección? Esos datos nos 
ayudarían a comprender el procedimiento. 


SEÑOR BALSA.- En primer lugar, deseo aclarar que, al igual que el doctor Brause, no soy funcionario del Banco Central del 
Uruguay, sino que tenemos un cometido específico en el sentido de dar un dictamen de tipo jurídico, motivo por el cual no quisimos 
evaluar el pronunciamiento en función de las cifras. De todos modos, comprendo perfectamente la alta importancia que eso tiene 
para esta Comisión, pero quería efectuar esta precisión respecto a la actuación que nos cupo con el doctor Brause. Lógicamente, 
esto no obsta a que podamos trasladar esta inquietud al Banco Central para que éste envíe la información a la Comisión. 


En segundo término, las facultades que otorgó el artículo 31 al Banco Central del Uruguay, en buen romance, tendían a determinar 
si había mediado consentimiento. Para determinarlo era necesario comprobar su existencia. En consecuencia, tratamos de buscar 
medios documentales y testimoniales. Al respecto, los colegas abogados de la Comisión comprenderán que hemos asumido una 
responsabilidad extraordinaria, pero quisimos adoptar un criterio abierto para, por ejemplo, recibir los testimonios de las personas 
que habían acompañado a los clientes y que eran testigos del momento de la colocación o del reclamo en el retiro. Obviamente, 
también pedimos los testimonios de los oficiales de cuenta. Esos son los elementos que, a iniciativa de los interesados, aceptamos 
como pruebas conducentes para llegar a determinar si había habido, o no, consentimiento. 


Descartamos todo aquello que implicaba un consentimiento pero que, a su vez, estaba cuestionado, esto es, cuando la persona 
había expresado su consentimiento pero existía un error o vicio de consentimiento. A nuestro juicio, se trata de un problema de 
carácter jurisdiccional. Nosotros no teníamos que determinar si había habido o no consentimiento sino que, mediante un proceso 
jurisdiccional, habría que discernir si había habido, o no, vicio de consentimiento. Al respecto, entendimos que el Banco Central no 
tenía facultades jurisdiccionales para pronunciarse. 


Aclaro que estoy haciendo referencia a las exclusiones a fin de seguir un orden lógico que permita a ustedes entender cuál fue la 
metodología de trabajo. 


Cuando se utilizaron condiciones generales, éstas contenían una cláusula que es de estilo en este tipo de contratos bancarios, la 
cual excluye la posibilidad de utilizarlas cuando haya dolo o culpa grave. El supuesto del análisis del dolo o culpa grave tiene dos 
consecuencias: por un lado, no poder ejercer la representación y, por lo tanto, ser nula la operación y, por otro, resolverse en una 
indemnización de daños y perjuicios. Por lo tanto, ambas cuestiones son, esencialmente, de naturaleza jurisdiccional; son 
cuestiones de consentimiento discutidas que se resuelven en una indemnización por daños y perjuicios. En tal sentido, entendimos 
que esos casos no estaban abarcados en la situación. 


Otro elemento que se invocaba muy frecuentemente es el del conjunto económico, donde la oferta del producto financiero ofrecido 
establecía que era lo mismo colocar en el TCB, pero no había una circunstancia jurídica que permitiera presumir, en principio, la 
solidaridad. En consecuencia, excluimos esa hipótesis. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, en un caso de esta naturaleza, lo que se ofrecía a los eventuales depositantes era un conjunto 
económico. Frente a esto, usted expresa que era todo lo mismo, es decir, colocar en el TCB o en el Banco Montevideo. La 
diferencia estaba en que en este último no había solidaridad, en el sentido de que si una persona colocó sus ahorros en el TCB, el 
Banco Montevideo no respondía. Entonces, ¿no se considera que esto es un engaño? 


SEÑOR BALSA..- El punto es el siguiente. 


De las declaraciones que hacen los propios oficiales de cuenta, nosotros comprobamos que el marketing comercial consistía en 
decir: "Tomen este producto" —TCB- "que tiene el respaldo de Disco Argentina, etcétera". Se trata de una oferta comercial: la toma o 
la deja; si la toma, lo hace bajo esas condiciones. Lo que yo digo es que, además de eso, no había una solidaridad pactada, no 
existía de parte del Banco Montevideo un aval o garantía jurídica que permitiera esa circunstancia. Ahora bien; a partir de la nueva 
ley, en la que se ha definido la figura del conjunto económico, las condiciones son distintas a las que se daban en aquel momento 
en el que la gente tenía la posibilidad de decir si eso era un engaño o no. Reitero que de lo que se trataba era de una aceptación 
comercial del producto: se tomaba o se dejaba. 


Otro de los argumentos que nosotros descartamos como excepción, es el que tiene que ver con la invocación a la Ley de 
Protección al Consumidor. En virtud de que, quizás, en esa norma no estaba discernido claramente el producto financiero que se 
estaba ofreciendo, así como otras invocaciones de tipo similar, se nos ha dicho que se ha infringido la Ley de Protección al 
Consumidor. El tema es que el mecanismo que esta Ley ha otorgado tiene, en primer lugar, una finalidad preventiva; en segundo 
término, supone que haya una empresa en marcha, funcionando —mientras que aquí se estaba invocando para una empresa en 
liquidación- y, en tercer lugar, se deben tener en cuenta los plazos de prescripción. De manera que esta invocación a la Ley de 
Protección al Consumidor es extemporánea y fuera de los plazos de prescripción. Asimismo, nosotros no hemos tenido posibilidad 
de entender el hecho de que por vía administrativa el Banco Central del Uruguay estuviera en condiciones de fundar un acto 
basado en la Ley de Protección al Consumidor. 


Todas estas cuestiones hicieron que nosotros excluyéramos algunas situaciones. 


En los pocos casos que pudimos entender que estaban incluidos —ya sea por prueba documental o testimonial- llegamos a la 
conclusión de que la gente fue a la institución y reclamó; tuvo una actitud activa en procura de la devolución de su dinero y, sin 
embargo, el Banco no cumplió con lo pactado. Si bien se trata de un universo no muy numeroso, en cada uno de los casos hemos 
analizado la prueba. 


Simplemente, lo que puedo decir como conclusión es que se trata de situaciones muy singulares en las que no medió el 
consentimiento. Por ejemplo, la persona anunció instrucciones verbales —el Banco admitía dicha posibilidad- y, luego, se terminó 
haciendo algo diferente a lo acordado. 


Son circunstancias de ese tipo las que quedaron debidamente comprobadas, ya sea por el aporte de la prueba documental o 
testimonial. Quiero decir que resulta bastante difícil hacer una abstracción de todos estos casos muy singulares porque, 
justamente, lo que quiso hacer el Legislador fue que se analizara caso por caso. 


De manera que no sé si con lo que he expresado damos una idea de la aplicación que ha tenido la Comisión. Hemos tratado de ser 
lo más coherentes posibles con respecto a la mayor cantidad de los casos. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Mi exposición —referida al proyecto de ley- está dirigida a los asesores del Banco Central. Más allá de que 
no haya votado la iniciativa anterior -y de que no vaya a votar esta tampoco - me gustaría tener la opinión de nuestros visitantes 
con respecto a cómo se interpreta este proyecto de ley. Digo esto porque trato de entender hacia qué apunta y porque sería bueno 
saber de acuerdo a qué interpretación se aplicaría en caso de convertirse en ley. 


Más allá de que se comparta o no que haya una injerencia legislativa en este tema, no me resulta claro el texto del proyecto de ley. 
Por eso, reitero, me gustaría que nuestros visitantes explicaran cuál sería la interpretación del Banco Central si esta iniciativa se 
convirtiera en ley. 


SEÑOR COURIEL.- Quisiera hacer un agregado a la pregunta que recién ha planteado el señor Senador Atchugarry. Tenemos un 
proyecto de ley que interpreta al artículo 31 y la novedad que presenta con respecto a la situación actual es que concretamente se 
dice que son los certificados de crédito del Trade and Commerce Bank. Esa es la diferencia. En síntesis la pregunta es la siguiente. 
Se presentaron 1.426 solicitudes y se aceptaron 16, ¿con este proyecto de ley se incluyen los 1.410 que no entraron con la ley 
vigente? Creo que no puedo ser más claro. 


SEÑOR HERRERA.- Desearía complementar la interrogante que planteó el señor Senador Couriel. Quizás alguno de los 1.410 
estén incluidos en el artículo 2% y, por consiguiente, están fuera del alcance de la ley. Quizás, al momento de dar la respuesta, la 
referencia al número pudiera confundir. 


SEÑOR ARTECONA.- En primer lugar, quiero informar que este proyecto de ley lo conocemos desde hace pocas horas -más 
concretamente, anoche a última hora- y por lo tanto no pudimos hacer una reflexión profunda y adecuada sobre el tema. 


En mi opinión, el texto no tiene la claridad tal que nos permita afirmar qué casos entrarían y cuáles no porque al conferirle el 
carácter interpretativo del artículo 1%, daría la impresión que mantiene el requisito que exigía el artículo 31 originario que es la 
ausencia de consentimiento. Si así fuera, todos los casos en los que la Comisión entendió que hubo consentimiento, no quedarían 
ingresados por este proyecto de ley. Esto quiere decir que no habría una modificación sustancial de la situación actual. 


No sé si esa es la intención de los redactores del proyecto de ley pero, técnicamente, una ley interpretativa que no modifica el 
requisito de la ausencia del consentimiento, parecería mantenerlo y, entonces, lo actuado por la Comisión y acogido por el 
Directorio del Banco mantendría total vigencia en ese ámbito normativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera plantear una pregunta a los integrantes de la Comisión que no sé si están en condiciones de 
responder. Me refiero a que ustedes pueden tener conocimiento de la respuesta, pero tal vez carezcan de autorización para 
expresarse en tal sentido. 


Dentro de los 16 casos aceptados por la Comisión, ¿existen algunas personas que además de ser ahorristas eran funcionarios del 
Banco Montevideo? 


SEÑOR BRAUSE.- Intentando responder la pregunta del señor Presidente, debo señalar que no recuerdo los nombres de las 
personas que el Directorio y la Comisión entendieron que cumplían con los requisitos previstos en el artículo 31 de la Ley. 


También debo decir que del cúmulo de expedientes y solicitudes que se presentaron al Banco Central, surge que muchos de ellos — 
nos fuimos enterando con posterioridad- formaban parte de los cuadros funcionales de los Bancos o eran familiares directos de los 
funcionarios de los Bancos. De ello nos fuimos enterando una vez que comenzamos a estudiar los expedientes y alguien hacía el 
comentario o, incluso, a raíz de los testigos que se fueron citando por distintas razones. 


No podría decir si son muchos o pocos los que integrarían el grupo que el Directorio del Banco Central aceptó —estamos hablando 
de 16 solicitudes- pero creo que alguna persona puede haber sido empleada o funcionaria del Banco. Si así fuera, tal como 
señalaba el doctor Balsa, ello se debió a las pruebas presentadas y que surgen del expediente. También puedo decir que muchos 
más quedaron fuera y fueron excluidos, por la Comisión y por el propio Banco Central, de lo dispuesto en el artículo 31. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas y si los invitados no tienen nada más para agregar, la Comisión de Hacienda del 
Senado les agradece su visita. 


SEÑOR BRAUSE.- Nosotros les agradecemos por habernos recibido. 


(Se retira de Sala la delegación del Banco Central.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia entiende —salvo mejor opinión- que la Comisión no debería pronunciarse especialmente 
sobre el tema en consideración, porque está incluido en el orden del día del martes y ya lo hemos discutido y tenemos posiciones 
asumidas. Por lo tanto, si los señores Senadores están de acuerdo, debería pasarse a tratar el siguiente punto. 


SEÑOR COURIEL.- Comparto lo manifestado por el señor Presidente en cuanto a que no tenemos por qué tomar posición ahora. 
De todas maneras, creo que esta versión taquigráfica, junto con la carta del Vicepresidente del Banco Central, señor Vieytes, 
debería distribuirse a todos los señores Senadores integrantes del Senado para que puedan contar con la información 
correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si los señores Senadores están de acuerdo, elevamos los antecedentes al Senado para que 
sean repartidos. 


SEÑOR HEBER.- ¿Elevamos también el proyecto de ley? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador, el proyecto ya está incluido en el orden del día de la sesión del martes próximo y será 
tratado con o sin informe de la Comisión. 


Si los señores Senadores no tienen inconveniente debemos pasar a otros asuntos. 


linea del nie de nádina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


